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I. COMUNIDAD DE MADRID

A) Disposiciones Generales

Presidencia de la Comunidad

4351 LEY 7/2009, de 15 de diciembre, por la que se liberaliza el
régimen jurídico de la actividad de inspección técnica de
vehículos en la Comunidad de Madrid.

La Presidenta de la Comunidad de Madrid.
Hago saber: Que la Asamblea de Madrid ha aprobado la siguiente

Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

El Real Decreto-Ley 7/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgen-
tes en el Sector de las Telecomunicaciones, liberalizó la prestación
de servicios de inspección técnica de vehículos, disponiendo en su
artículo 7.2 que la ejecución material de las inspecciones podría
efectuarse por las Comunidades Autónomas o Administración com-
petente directamente o a través de sociedades de economía mixta en
cuyo capital participen, o por particulares, siendo requisito impres-
cindible para el ejercicio de la actividad en este último supuesto la
obtención previa de una autorización cuyo otorgamiento habría de
corresponder a la Administración competente. Con ello se estable-
cía un nuevo sistema para la prestación del servicio que, en los tér-
minos señalados, representaba el paso de un sistema de concesión
administrativa a otro de autorización, sin perjuicio de su posible eje-
cución directa por la Administración. Los requisitos técnicos que
debían cumplir las estaciones de ITV a fin de ser autorizadas para
realizar esta actividad, así como las obligaciones a las que están su-
jetos sus titulares y el régimen de incompatibilidades que les era de
aplicación se establecieron en el Real Decreto 833/2003, de 27 de
junio.

El proceso de liberalización abordado por el legislador estatal
para todo el territorio nacional, al amparo de las competencias ex-
clusivas en materia de bases y coordinación de la planificación ge-
neral de la actividad económica y de tráfico y circulación de vehícu-
los a motor, fue objeto de recurso ante el Tribunal Constitucional
por aquellas Comunidades Autónomas que apreciaron una clara vul-
neración de sus competencias en materia de industria. La Sentencia
del Tribunal Constitucional 332/2005, de 15 de diciembre, estimó
parcialmente los recursos interpuestos por entender que se vulnera-
ban las referidas competencias al imponer la autorización adminis-
trativa como título habilitante para que los particulares puedan par-
ticipar en la prestación del servicio de inspección técnica de
vehículos, y declaró la nulidad del citado artículo 7.2 por el que se
regulaba el régimen de autorización. Tras el pronunciamiento del
Tribunal Constitucional, el Tribunal Supremo resolvió los recursos
contenciosos-administrativos interpuestos contra el Real Decre-
to 833/2003, que regulaba aspectos concretos del nuevo régimen de
autorización.

La interpretación constitucional de las competencias estatales en
la materia hizo necesaria la aprobación del Real Decreto 224/2008,
de 15 de febrero, sobre normas generales de instalación y funciona-
miento de las estaciones de inspección técnica que reguló los requi-
sitos que deben cumplir este tipo de instalaciones, las obligaciones
que deben ser observadas por los titulares de dichas estaciones y el
régimen de incompatibilidades de los socios, directivos y personal
que presten sus servicios en ellas, disponiendo que la ejecución ma-
terial de las inspecciones será realizada de acuerdo con el modelo de

gestión que establezcan las Comunidades Autónomas en ejercicio
de sus competencias.

La Comunidad de Madrid, que reguló mediante el Decre-
to 223/2003, de 6 de noviembre, la gestión del servicio de inspec-
ción técnica de vehículos durante el período transitorio establecido
en el Real Decreto 833/2003, hasta la implantación del nuevo mo-
delo de gestión, ha acordado en el ejercicio de sus competencias la
liberalización del Sector y, en consecuencia, el ejercicio de la acti-
vidad de inspección técnica de vehículos en régimen de autorización
para garantizar así la competencia efectiva entre los distintos opera-
dores y asegurar la necesaria calidad de la actividad de inspección.

La presente Ley define el nuevo marco jurídico liberalizado y re-
gula la situación de las empresas que venían desarrollando la activi-
dad de inspección técnica de vehículos en la Comunidad de Madrid
con anterioridad a su entrada en vigor, con la finalidad de garantizar
la continuidad en la prestación del servicio.

La Ley está integrada por tres artículos, dos disposiciones transi-
torias, una derogatoria y una final.

El artículo 1 determina el nuevo modelo de gestión de aplicación
a la actividad de inspección técnica de vehículos en la Comunidad
de Madrid y remite a su ulterior desarrollo reglamentario para la re-
gulación del procedimiento de autorización y de los requisitos téc-
nicos exigibles para el ejercicio de la actividad.

El artículo 2 garantiza la continuidad en la prestación del servicio
a las empresas que con anterioridad a su entrada en vigor hubieran
realizado dicha actividad siempre que cumplan los requisitos que el
mismo prevé.

El artículo 3 regula la reversión a la Comunidad de Madrid de los
bienes y derechos afectos a las concesiones, estableciendo un dere-
cho de adquisición preferente a favor de los antiguos concesionarios.

El artículo 26.3.1.3 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad
de Madrid atribuye a la Comunidad Autónoma competencias exclu-
sivas en materia de industria, sin perjuicio de lo que determinen las
normas del Estado por razones de seguridad, sanitarias o de interés
militar y las normas relacionadas con las industrias que estén suje-
tas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 4.b) de la Ley 6/1991,
de 4 de abril, de Creación del Consejo Económico y Social, la presen-
te Ley ha sido sometida a informe de este órgano consultivo.

Artículo 1

Régimen jurídico de la inspección técnica de vehículos
en la Comunidad de Madrid

1. El régimen jurídico de la inspección técnica de vehículos en
la Comunidad de Madrid es el de autorización administrativa.

2. El Gobierno regulará por Decreto el procedimiento de auto-
rización y los requisitos técnicos exigibles para la prestación de la
actividad de inspección técnica de vehículos en régimen de autori-
zación, para garantizar la competencia efectiva entre los distintos
operadores y asegurar la calidad en la actividad de inspección técni-
ca de vehículos.

Artículo 2

Continuidad en la prestación del servicio
de inspección técnica de vehículos

Las empresas que con anterioridad a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley hubieran venido realizando la actividad de inspección téc-
nica de vehículos, y continuaren desarrollando dicha actividad al
tiempo de su entrada en vigor, quedarán sujetas a todos los efectos
al régimen de autorización administrativa siempre que hubieren ma-
nifestado ante el órgano competente de la Comunidad de Madrid,
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con al menos un año de antelación a la finalización del período de
vigencia de sus títulos concesionales, su voluntad de continuar de-
sarrollándola y tengan acreditado el cumplimiento de las obligacio-
nes y los requisitos técnicos establecidos en la normativa vigente.

Artículo 3

Reversión
1. Los bienes afectos a las concesiones de inspección técnica de

vehículos con sus instalaciones y equipos revierten y se transmiten
a la Comunidad de Madrid como bienes patrimoniales.

2. Los antiguos concesionarios tendrán un derecho de adquisi-
ción preferente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 de
la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de
Madrid, cuando se acuerde la enajenación onerosa de los citados
bienes, que se llevará a efecto en las mismas condiciones en que se
encuentran, a través de los procedimientos de enajenación directa
regulados en la normativa de patrimonio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera

Títulos habilitantes
No podrá otorgarse ningún título habilitante para la realización de

la actividad de inspección técnica de vehículos en la Comunidad de
Madrid hasta el 31 de diciembre de 2010.

Segunda

Uso de los bienes
En tanto no se acuerde la enajenación de los bienes, y con la fina-

lidad de garantizar la continuidad en la prestación de la actividad de
inspección técnica de vehículos, los antiguos concesionarios man-
tendrán el uso de los mismos exclusivamente para el desarrollo de la
actividad.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única

Derogación normativa
Quedan derogadas cuantas disposiciones normativas de igual o

inferior rango se opongan a lo establecido en la presente Ley, en
concreto el Decreto 223/2003, de 6 de noviembre, por el que se re-
gula la gestión del servicio de inspección técnica de vehículos en la
Comunidad de Madrid durante el período transitorio definido por el
Real Decreto 833/2003, de 27 de junio.

DISPOSICIÓN FINAL

Única

Entrada en vigor
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publica-

ción en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID.
Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea de aplica-

ción esta Ley que la cumplan, y a los Tribunales y Autoridades que
corresponda, la guarden y la hagan guardar.

Madrid, a 15 de diciembre de 2009.
La Presidenta,

ESPERANZA AGUIRRE GIL DE BIEDMA

(03/43.409/09)

Presidencia de la Comunidad

4352 LEY 8/2009, de 21 de diciembre, de Medidas Liberalizadoras
y de Apoyo a la Empresa Madrileña.

La Presidenta de la Comunidad de Madrid.
Hago saber: Que la Asamblea de Madrid ha aprobado la siguiente

Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I
El Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica Europea,

aprobado en el año 1957, ya preveía el establecimiento de un mer-

cado común que promoviese un desarrollo armonioso de las activi-
dades económicas de los Estados signatarios, basado en la libre
competencia y vislumbrando como ejes esenciales de su funciona-
miento el ejercicio de cuatro libertades: La libre circulación de per-
sonas, servicios, mercancías y capitales.

El Acta Única Europea de 1986 y el Tratado de Maastricht de 1992
supusieron un paso muy importante en la consecución de un merca-
do interior europeo. No obstante, era necesario completar el marco
regulador del mercado interior reforzando la libre circulación de
servicios y garantizando que las empresas pudieran establecerse y
prestar sus servicios más allá de sus fronteras nacionales mediante
la remoción de las trabas administrativas y la simplificación de pro-
cedimientos.

En este nuevo contexto se aprobó la Directiva 2006/123/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, re-
lativa a los servicios en el mercado interior, en adelante, la Direc-
tiva, para simplificar el sector servicios, fomentar el crecimiento de
la economía europea, la creación de empleo y en definitiva el bie-
nestar económico. Los Estados miembros, en sus diferentes niveles
administrativos, nacional, regional y local, deberán adoptar las dis-
posiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para
su cumplimiento, de conformidad con la Directiva.

La Comunidad de Madrid, en el ámbito de las competencias que
el Estatuto de Autonomía le confiere, a través de la presente Ley re-
coge las modificaciones legislativas precisas para la adaptación de
la normativa autonómica a la Directiva y a la legislación básica mo-
dificada por esta. Esta iniciativa del legislador autonómico deberá
ser continuada por las Corporaciones Locales, para que, en el mar-
co de sus competencias, adopten las medidas liberalizadoras y ga-
rantizar, así, la libre prestación y establecimiento de servicios.

La Directiva, al afectar a los servicios del mercado interior, tiene
especial incidencia en la economía madrileña debido a su fuerte ter-
ciarización, muy superior a la del resto de España, con una notable
presencia de actividades financieras, servicios a empresas, transpor-
te y comercio. Esta particular especialización productiva es uno de
los factores que explican la destacada evolución de la Comunidad
de Madrid en el conjunto de las regiones españolas, así como tam-
bién su posición entre las regiones más prósperas de Europa. En
concreto, el considerable peso de la rama terciaria ha resultado de-
cisivo dado el notable dinamismo experimentado por algunas acti-
vidades de servicios en los últimos años.

Esta Ley es un paso más en la política de eliminación de trabas
administrativas de la Comunidad de Madrid y de liberalización de la
economía que ha permitido que la Comunidad de Madrid haya apro-
vechado como ninguna otra región española el margen de competen-
cias que el Estado autonómico ha conferido a las regiones españolas.

Esta Ley plasma la voluntad de liberalizar la economía madrileña
mediante la simplificación administrativa y la eliminación de las ba-
rreras burocráticas que dificultan el ejercicio de las actividades eco-
nómicas, pasando así, de una Administración que en determinados
supuestos puede ser un freno a la actividad económica a una Admi-
nistración proactiva y que facilita su libre ejercicio en la Región. Los
principios que orientan esta actuación administrativa son la transfor-
mación de los procedimientos de autorización administrativa previa
en declaraciones responsables y comunicaciones previas del intere-
sado y el respeto al principio general de consideración del silencio
administrativo estimatorio como regla básica de actuación de la Admi-
nistración.

Sin duda, estas actuaciones liberarán recursos para la economía y
ahorrarán costes de todo tipo, que redundarán en un potencial mayor
dinamismo de la economía y de generación de empleo.

Los tres objetivos que se abordan a través de la presente Ley son:
En primer lugar, introducir una serie de medidas liberalizadoras para
las empresas madrileñas de los sectores de actividad de turismo, co-
mercio, venta ambulante, juego y protección de los consumidores; en
segundo lugar, modificar buena parte de los plazos en los procedi-
mientos de la Administración, agilizándolos y modificando el senti-
do del silencio de desestimatorio a estimatorio, favoreciendo así los
derechos de los ciudadanos, de las empresas y de las organizaciones
sociales, y en tercer lugar, liberalizar otros sectores de la economía
madrileña como los colegios profesionales, servicios sociales, sani-
tarios, medioambientales, espectáculos públicos, actividades recrea-
tivas y de patrimonio histórico.


